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1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación que presentó el apoderado sustituto de los accionantes, contra la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas el día nueve (09) de mayo de dos mil seis (2006), donde aparece como accionada la Superintendencia de Sociedades, Intendencia Regional de Manizales.
2.- DEMANDA

De conformidad con los poderes que le fueran otorgados, se presentó por intermedio de apoderada demanda en contra de la Superintendencia de Sociedades, Regional Manizales, por considerar que tal entidad vulneró los derechos al debido proceso y al trabajo de los señores: AMPARO AGUDELO CARDONA, BLANCA NUBIA GAVIRIA, BLANCA ROSA FLÓREZ RUIZ, CECILIA VALENCIA JIMÉNEZ, CENOBIA BOHÓRQUEZ PUENTES, HERIBERTO ECHEVERRI CARVAJAL, JAIME GÓMEZ VELÁSQUEZ, JOSÉ BELMORE GONZÁLEZ RENDÓN, LUIS MARIO ESPINAL E., LUIS ELVIA ROMERO ESLAVA, LUZ MARIELA RESTREPO RESTREPO, LUZ MARINA HERNÁNDEZ CASTAÑO, MARÍA ALICIA MURILLO y MARÍA LUZ DARY MONTOYA ARIAS.

Se afirma en el escrito pertinente, que los trabajadores relacionados prestaron sus servicios a la empresa Manufacturas VALHER S.A. por espacio de varios años, sin que a la fecha de terminación de sus contratos de trabajo se les hubiera reconocido y pagado sus acreencias laborales a las que tenían derecho. 

Agrega que desde el día dos (2) de Octubre de 1996, cesaron sus labores y ocuparon las instalaciones de la empresa debido a su situación económica por cuanto ya había cesado en pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones e, incluso, se estaba presentando una situación de reducción de sus activos. Frente a ello, la Superintendencia de Sociedades decretó la apertura del trámite de liquidación obligatoria de los bienes y haberes confortantes del patrimonio de la sociedad.  Por lo tanto, los trabajadores se hicieron parte en su condición de acreedores laborales en la liquidación alegando créditos de primera clase y para ello aportaron las pruebas necesarias. 

A los trabajadores que representa se les terminó el contrato de trabajo en virtud del proceso de liquidación de la empresa, el que continuó su trámite normal, y debido a que no fue posible subastar los bienes, la Intendencia Regional procedió a ordenar que éstos fueran entregados a los acreedores mediante la figura de la cesión de bienes.

Dice además que el veintitrés (23) de diciembre de 2005, el liquidador de la empresa (ALIAR S.A.) imploró el pago por cesión de bienes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley 550 de 1999, con corte al treinta (30) de diciembre de dos mil cinco (2005), el cual incluye los gastos de la liquidación considerados necesarios, así como el pago de las acreencias pensionales por cálculo actuarial y mesadas pensionales atrasadas, respecto de las cuales dicho pago único constituye el mecanismo de normalización del pasivo pensional.
En criterio de la profesional demandante, esta forma de proceder del liquidador excluye de plano el pago por cesión de bienes a todos las trabajadores acreedores en el proceso liquidatorio, a pesar de estar ya reconocido su crédito.

La Intendencia Regional de Manizales ordenó correr traslado de la propuesta de pago por cesión de bienes para los fines indicados en el artículo 1675 del Código Civil, sin que se hubiera presentado interesado alguno a descorrerlo. Luego, mediante auto del trece (13) de febrero de dos mil seis (2006), aprobó la cesión de bienes de acuerdo con el proyecto presentado por la liquidadora de la concursada y en esta decisión se excluye también de plano, a los trabajadores a quienes dentro del proceso de liquidación ya se les había reconocido sus créditos. Señala que tal determinación constituye en sí misma una decisión judicial, en los términos de la Ley 550 de 1999.
Continúa la tutelante manifestando que la Superintendencia de Sociedades para negarles el derecho a las acreencias laborales de los trabajadores, argumenta que se debe respetar y garantizar en lo posible el mínimo vital de los pensionados. Pero olvida que por lo menos el 70% de los pensionados a los que se les realizó el pago por cesión de bienes, gozan ya de la pensión de vejez desde hace varios años, debidamente reconocida por el Seguro Social y por tal razón su mínimo vital ya está asegurado.

Concluye la apoderada, manifestando que los accionantes son en su mayoría madres -sic- cabeza de hogar, cuyo único patrimonio está representado en unos derechos laborales,  por haber trabajado para la empresa VALHER S.A., y que la Superintendencia de Sociedades no dio aplicación a las normas sobre el pago de créditos privilegiados, en clara violación al Debido Proceso y demás derechos fundamentales, ya que los excluyó del mismo.

Por lo anterior, solicita dar aplicación al inciso 3° del artículo 36 de la Ley 5° de 1990 que dice: “Cuando la quiebra imponga el despido de trabajadores, los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones se tendrán como gastos pagaderos con preferencia sobre los demás créditos”.

Se impetra entonces por vía de tutela (i) que se inaplique o se deje sin efecto el auto de fecha trece (13) de febrero del corriente año proferido por la Superintendencia de Sociedades Regional Manizales, mediante el cual se aprobó la cesión de bienes dentro del proceso liquidatorio de la empresa en cita por ser violatorio de los artículos constitucionales 1,13,25,29,53 y 93; (ii) que se ordene a tal entidad incluir dentro de la estructura general de la cesión de bienes del proceso liquidatorio, a los trabajadores accionantes.

3.- Contestación

En ejercicio del derecho de defensa y contradicción, la señora Intendente Regional  de la Superintendencia de Sociedades, se pronunció sobre la acción de tutela interpuesta, aclarando en primer término que idéntica respuesta se había suministrado frente a las demandas presentadas en los Juzgados Laboral, Civil y Penal del Circuito de Desquebradas (Rda.).

Previo un recuento de lo que ha sido el proceso seguido para la liquidación obligatoria de la empresa Manufacturas Valher S.A., puntualiza que los pagos de las acreencias deben ceñirse a un estricto orden fijado por la Ley y no por el capricho del Juez. Explica que las mismas se dividen en dos: Las originadas en los gastos propios de la liquidación -generados durante el proceso- y las calificadas y graduadas por el Juez. Las primeras se pagan a medida que se causan, mientras los recursos lo permitan; las segundas, se cancelarán en el orden establecido en los artículos 2495 y siguientes del Código Civil. Empero, los artículos 13 y 53 de la Constitución antepusieron al anterior grupo de créditos, el pago de las acreencias a los pensionados y el respeto por el mínimo vital, cuando los recursos son insuficientes para el pago de todo lo adeudado, como ocurre en el presente asunto. Dice que una postura tal ha sido ratificada en las sentencias de tutela T 458-97 y T 636-98.
Refiere también, que el Decreto 1260 de 2000, en su artículo 7º señala el camino a seguir en este tipo de trámites, y además, de manera adicional en su dispositivo 12, hace obligatoria la consecución de un concepto previo favorable por parte del Ministerio de la Protección Social, el cual se obtuvo en debida forma, tal como se ve en el oficio cuya copia adjunta.
Asevera de todas maneras, que los activos de la concursada del orden de $1.026.28 millones son ampliamente insuficientes para pagar los gastos de la liquidación de $2.927.86 millones, razón por la cual se hizo necesario seleccionar sólo algunos de ellos, concretamente los de los pensionados y los que se consideraron absolutamente necesarios para la terminación del proceso liquidatorio, así como los de los acreedores a quienes les fueron tutelados sus derechos. Aclara que no es cierto que las acreencias de los extrabajadores accionantes hayan sido excluidas de la cesión de bienes aprobada por ese despacho, como se afirma en el numeral 16 de la demanda. Explica, que los bienes ni siquiera alcanzaron para pagar los denominados gastos necesarios de la liquidación, dentro de los que se encuentran las acreencias de los pensionados. De todas maneras, aclara  que en caso que los acreedores beneficiarios se nieguen a recibir los bienes adjudicados, la liquidadora se encuentra obligada a distribuirlos entre el resto de los acreedores beneficiarios.
Reitera que no existen recursos para el pago de las acreencias de los extrabajadores, a pesar que las mismas se encuentran calificadas y graduadas por $2.064.950.777, para lo cual inserta las respectivas tablas explicativas. Considera que tal situación es lo que ha enervado los ánimos de los trabajadores, llevándolos a afirmar que sus derechos están siendo violados y que la cesión aprobada por el auto del trece (13) de febrero de 2006 es injusta. A propósito de esta decisión, destaca que no fue recurrida, así como tampoco se objetó el proyecto de cesión de bienes del cual se corrió traslado entre el cinco (5) y el diecinueve (19) de enero de este año. Por tanto, estima que hubo actitud pasiva por parte de los accionantes, además, no se pueden revivir términos procesales por intermedio de la acción constitucional, cuando de los mismos no se hizo uso en su momento.
Finalmente, acota que la interpretación adoptada en la decisión que aprobó la liquidación no obedeció al capricho, tal como lo había sostenido anteriormente. Frente a tal situación, considera que las interpretaciones válidamente adoptadas por los jueces no pueden ser objeto de la acción de tutela, para lo cual se fundamenta en el contenido de la sentencia T-001/99. De todas maneras, el escrutinio de la decisión y sus alcances, deben ser ventilados ante la misma jurisdicción y por medio de los procedimientos ordinarios a través de los recursos establecidos en la ley.
Solicita en consecuencia, no acceder a las pretensiones de los tutelantes.
4.- FALLO

Al abordar el tema propuesto en la demanda, la señora Juez Penal del Circuito de Desquebradas (Rda.), tuvo en cuenta tanto lo plasmado en el libelo como la respuesta suministrada por la entidad accionada.

Inició su análisis en lo que concierne con el debido proceso, uno de los derechos anunciados como vulnerados, para lo cual dijo que la legalidad o ilegalidad del acto administrativo por vicios de forma o de fondo, debe reunir otros aspectos que son competencia de la jurisdicción contencioso administrativa. Para tales efectos, la Superintendencia corrió los traslados respectivos y tanto la apoderada de los accionantes como la accionada, coinciden en que no hicieron uso de los recursos que procedían, es decir, fenecieron por el silencio de los interesados.
Se refirió enseguida a lo concerniente con el perjuicio irremediable al que pudieran estar sometidos los ex trabajadores, sin embargo, precisó que habían transcurrido casi diez (10) años del problema durante los cuales se pudo haber recurrido a otras alternativas de solución y no solamente aferrarse al derecho que les asistía, así las cosas, la inminencia había pasado a un segundo plano, así como la urgencia para conjurar los daños. Si bien era cierto, las condiciones de los ex empleados no eran las más dignas, tal situación no tenía origen en la desidia de la empresa concursada, de la liquidadora o de la Intendencia, sino porque tal como lo reflejaba el haz probatorio, los activos de la empresa no eran suficientes para cubrir las acreencias reconocidas mediante la calificación y graduación.
Se refiere a la improcedencia de la tutela para revivir unos términos dentro de una decisión judicial que no fue recurrida en su oportunidad, dentro de un proceso donde por demás, se observan agotadas las etapas previstas en los trámites de liquidación obligatoria y donde se observaron las normas pertinentes del Código Civil, del Código de Comercio, de la Ley de reactivación empresarial, de los decretos reglamentarios, de las normas laborales y de seguridad social integral, así como de los pronunciamientos de la Corte Constitucional. 
A renglón seguido, se detuvo en determinar si había alguna vulneración del preámbulo de la Constitución, del derecho de igualdad contenido en su artículo 13, del debido proceso, favorabilidad y derecho de defensa, consagrados en el artículo 29, del derecho al trabajo -art. 53- y de los derechos humanos frente al derecho internacional -art. 93-, de todo lo cual concluye que en efecto, no habían sido conculcados y en consecuencia, negó el amparo pedido.
5.- IMPUGNACIÓN

El apoderado sustituto de los accionantes, manifiesta su disenso frente al fallo adoptado, mediante un escrito en el que muestra su preocupación porque en su concepto la administración de justicia no se ha apartado del modelo Kelseniano lógico-formal, para lo cual se fundamenta en doctrina que transcribe.
Afirma que si bien el procedimiento efectuado en la Superintendencia se hizo conforme a la Ley, su cumplimiento en nada asegura que no se haya vulnerado el derecho fundamental de sus mandantes, por cuanto el núcleo esencial del debido proceso no solamente conlleva el respeto aparente del procedimiento establecido para cada caso, sino que además, implica brindar las garantías reales de participación y defensa, es decir, que se debe establecer una diferencia entre el debido proceso de las formas y debido proceso sustantivo.
Insiste en que a pesar de haberse surtido un procedimiento legal en las actuaciones de la Superintendencia, se desconocieron los derechos fundamentales del mínimo vital y móvil de los trabajadores, quienes no tienen garantizada tal prerrogativa, como si lo tienen las personas que actualmente están pensionadas, a los cuales no sólo se les garantizó su sustento sino su seguridad social. La pretensión no está encaminada a que tales pensionados sean excluidos, sino a que los ex trabajadores sean incluidos.
Frente a la aseveración de haber quedado en firme el auto que aprobó la cesión de bienes por no haber recurrido, aclara que sus mandantes carecen de representación legal en el proceso liquidatorio adelantado y no ve cómo una notificación por estado en una ciudad diferente al domicilio de sus mandantes constituya una garantía de los derechos fundamentales de sus representados. Ello conlleva ni más ni menos, que se está desconociendo de plano el espíritu de la acción de tutela y de la propia Constitución.

Expresa que la intención de la demanda no es revivir términos, cuando lo que se pretendió es que con la decisión que aprobó la cesión de bienes no se desconocieran los derechos al debido proceso, mínimo vital y móvil y a la irrenunciabilidad de los derechos laborales de los accionantes.

Invoca la aplicación del principio de proporcionalidad frente a la colisión de derechos de los ex trabajadores demandantes y de los pensionados, sobre la cual, pasaron de largo la Superintendencia y el Juzgado de primera instancia; para que se establezcan límites razonables entre ellos, mediante la optimización de los mismos según las condiciones fácticas y jurídicas que se presenten en el caso particular.
6.- Para resolver, SE CONSIDERA
De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha del fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Desquebradas (Rda.), en su rol de Juez Constitucional.
6.1. Problema jurídico
Debe ocuparse la Sala de determinar si en efecto, se presentó una vulneración de los derechos al debido proceso, al mínimo vital y móvil y a la irrenunciabilidad de los derechos laborales. 
6.2. Solución al problema planteado.

6.2.1. El Debido proceso.

El ataque que de la providencia de primera instancia se hace en la impugnación, parte de la premisa de aceptar que en verdad, se respetaron las formas propias del proceso liquidatorio, aunque a renglón seguido se cuestiona la validez de tal procedimiento por cuanto se critica la forma en que se realizó la notificación efectuada en Manizales (Cds.), en especial por la fijación de un estado en esa ciudad aunada al hecho de que los accionantes carecían de representación legal.

De manera paralela, se acude al señalamiento de ser necesario verificar el cumplimiento del debido proceso no sólo en el aspecto formal sino en su fondo, como quiera que debe hacerse prevalecer el contenido sustancial de las disposiciones, que en concreto, estima la Sala -así no se diga de esa manera en el escrito pertinente- hace clara alusión a lo dispuesto en el artículo 228 constitucional
.
Debe decir entonces la Sala, que no aparece atendible en este momento la alusión genérica que hace el profesional del derecho impugnante sobre una supuesta falta de representación profesional de los accionantes en el proceso liquidatorio adelantado. Se dice así, precisamente por la vaguedad con que tal manifestación se hace, sin que se precise si la aludida falta de defensa técnica se presentó durante todo el desarrollo del mismo o solamente a su término, la cual por demás, sólo aparece mencionada en la sustentación del recurso.

Una situación como la mencionada, tendría per se  la entidad suficiente para que el Juez Constitucional entrara a analizar la posible afectación ahora sí, del derecho fundamental al debido proceso. Ocurre, sin embargo, que dentro del cuerpo de la demanda el ataque realizado al procedimiento omitió referencia alguna sobre este aspecto; por consiguiente, a la hora de ahora, no se ha trabado el contradictorio en lo que a este particular punto se refiere, al cual como era apenas natural no se refirió la respuesta suministrada por la entidad accionada y, por consiguiente, no ejerció su legítimo derecho de defensa sobre la singular argumentación. 
En ese orden de ideas, no puede la Sala como Juez de segunda instancia en sede de tutela, aceptar los planteamientos que aquí se hacen por lo anteriormente vertido. Con todo, no encuentra el Tribunal obstáculo alguno para que previa ponderación de las circunstancias que rodearon el proceso liquidatorio y el análisis de la actuación de los ex trabajadores demandantes, de considerarse necesario se acuda ante la jurisdicción ordinaria o incluso la constitucional para ventilar lo relacionado con esa posible falta de representación a la que alude el impugnante.

Infortunadamente para los intereses de los accionantes, en lo que hace con el pretendido debido proceso sustancial -que no formal-, encuentra el Tribunal que es un tema directamente relacionado con la interpretación hecha por parte del Juez natural -en este caso, la Superintendencia de Sociedades Regional Manizales-, como autoridad que consideró su obligación privilegiar los derechos adquiridos de los pensionados, sobre los de los demás ex empleados de la empresa Valher S.A. en liquidación obligatoria. Un entendimiento tal, impide que el Juez Constitucional incida directamente sobre la independencia con que un funcionario adopte sus decisiones, siempre y cuando se hayan respetado las reglas del juego, como ha sido ampliamente aceptado en este trámite, ya que es el mismo impugnante quien expresa que se surtieron en debida forma todos los estadios necesarios para finiquitar el procedimiento administrativo iniciado.

En este acápite, considera necesario La Sala dejar sentado su criterio sobre los dos aspectos centrales de la acción de tutela y la impugnación: 1) La decisión adoptada por la Superintendencia de Sociedades Regional Manizales, está adecuadamente motivada en su decisión de privilegiar el mínimo vital de los extrabajadores pensionados y los gastos que se consideraron absolutamente necesarios, en claro seguimiento de las directrices existentes; y 2) Sea como fuere, es un hecho cierto que con los bienes existentes no es posible atender todas las acreencias, ni siquiera aquellas que por virtud y mandato de la ley se consideran como privilegiadas.

De conformidad con lo anterior, aparece interesante el planteamiento del apoderado impugnante en cuanto se refiere a la ponderación entre la afectación al mínimo que se presenta respecto de dos tipos de trabajadores diferentes, aquellos que ya accedieron a la pensión y los que como en el caso de los accionantes, todavía no han logrado esa prestación. Bien difícil una solución equitativa porque como ya se mencionó, proceder en una u otra dirección implica de manera directa la exclusión de uno u otro conglomerado, o de algunos de sus integrantes, con los correspondientes reclamos de parte y parte. No obstante, las soluciones hasta ahora brindadas lo fueron en estricto derecho, acopladas a la normatividad vigente que se presume equitativa.
El marco de maniobrabilidad de la Superintendencia es limitado, como quiera que es la ley la que regula el orden de prioridades en la cancelación de las acreencias. Por lo mismo, no hay lugar a esperar una discrecionalidad que trascienda esa marco legal en los términos en que lo desean los aquí reclamantes. 
Sea como fuere, la decisión adoptada por la Superintendencia de Sociedades Regional Manizales, tal como se acotara por parte de la funcionaria demandada, se encuentra en firme por el desaprovechamiento de las oportunidades procesales para impugnar en primer término el proyecto de liquidación presentado y en segundo, el auto que aprobó el pago por cesión de bienes -lo cual confirma la presunción de haberse actuado con respeto del debido proceso-. Lo anterior, es afirmación que el Tribunal hace de manera provisional, en el entendido de dejar abierta la posibilidad de que la parte interesada pueda intentar un nuevo debate acerca de una posible vulneración al debido proceso por ausencia de una debida representación, que como se dijo, es tema que escapa a este trámite.

Finalmente, dable es mencionar, que tal como se dilucidó con acierto en la primera instancia, no se advierte un perjuicio irremediable en la situación de los accionantes, más allá del que en efecto se pudo haber presentado luego de más de dos (2) lustros de haberse iniciado el proceso liquidatorio, lo cual hace improcedente el amparo por este medio. Es la posición adoptada por esta Sala de Decisión en caso similar al que ahora se analiza, momento en el cual se expresó:
La inmediatez de la acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza
. La Corte Constitucional ha precisado que si al tenor del artículo 86 de la Carta Fundamental, con la acción de tutela se busca la protección INMEDIATA de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten violados o amenazados por la acción y omisión de las autoridades públicas, como en este caso, o de los particulares en los eventos excepcionales que el ordenamiento jurídico consagra, ES IMPRESCINDIBLE QUE SU EJERCICIO TENGAR LUGAR DENTRO DEL MARCO DE OCURRENCIA DE LA AMENAZA O VIOLACION DE LOS DERECHOS
.

Son estas las razones por las cuales la Sala estima que debe confirmarse el fallo proferido en la primera instancia, por cuanto no se observa vulneración alguna de los derechos fundamentales a los que se hizo referencia en la demanda y en la impugnación presentada.
7. decisión 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y de la Ley,  

Falla:
Primero: SE CONFIRMA  el fallo de tutela que profirió la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.).

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO
Magistrado






Magistrado
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

                CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Magistrado





       Secretaria 
� Artículo 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo. 





� Sentencia C-543/92 M.P. José Gregorio Hernández Galindo


� Sentencia T-575/02 M.P. Rodrigo Escobar Gil


� Tribunal Superior de Pereira, Sala Penal. Sentencia de tutela de 2ª instancia del 16-08-2006, Rad. 6617031044001-2006-00020-01, M.P. Ivanov Arteaga Guzmán.





Página 1 de 12

